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INTRODUCCIÓN 

La Unidad de Análisis Financiero (UAF), creada por la Ley Nº19.913, es un servicio público 

descentralizado, con personalidad jurídica y patrimonio propio, que tiene como objetivo 

prevenir e impedir la utilización del sistema financiero, y de otros sectores de la actividad 

económica chilena, para la comisión de los delitos de lavado de activos y de financiamiento 

del terrorismo. 

La UAF se creó por la “urgente necesidad de contar, en el más breve plazo posible, con una 

institución especializada y con funciones apropiadas para la prevención y control del lavado 

o blanqueo de activos”; por compromisos asumidos  por Chile en tratados suscritos como 

la Convención contra el Crimen Transnacional Organizado, y obligaciones internacionales 

adquiridas tras la incorporación del país al Grupo de Acción Financiera de Sudamérica, en 

el año 2000, y por la necesidad de perfeccionar el tipo penal de lavado de activos, 

fundamentalmente para ampliar los delitos subyacentes a otros ilícitos graves además del 

tráfico de drogas, como son el financiamiento del terrorismo y el tráfico de armas1. 

En tal sentido, la Ley Nº19.913 faculta a la Unidad de Análisis Financiero para realizar 

diversas labores, siendo las principales la inteligencia financiera por medio del análisis de 

la información entregada por los denominados sujetos obligados previstos en el artículo 3°, 

e impartir instrucciones de aplicación general y fiscalizar su cumplimiento. Es así como, al 

tenor de la letra f), del artículo 2° de la Ley N°19.913, se otorga la facultad a la Unidad de 

Análisis Financiero de “impartir instrucciones de carácter general a las personas enumeradas 

en el artículo 3°, inciso primero, y 4°, inciso primero, para el adecuado cumplimiento de las 

obligaciones establecidas en el párrafo 2° del Título primero, pudiendo en cualquier 

momento verificar su ejecución.”.   

 

1 Texto recogido de la historia de la Ley N°19.913. 
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Esta facultad se materializa a través de la dictación de circulares de aplicación general para 

los sujetos obligados, que consideran las diversas condiciones en las que estos se 

desenvuelven, según la naturaleza de sus actividades, y que tienen por objetivo reforzar su 

deber de desarrollar e implementar sistemas preventivos contra el lavado de activos, el 

financiamiento del terrorismo y la proliferación de armas de destrucción masiva, lo más 

efectivos posibles. 

Por su parte, la Superintendencia de Casinos de Juego (SCJ) fue creada a través de la ley N° 

19.995, del 7 de enero de 2005, siendo un organismo autónomo con personalidad jurídica 

y patrimonio propio, el cual se relaciona con el presidente de la república por intermedio 

del Ministerio de Hacienda. Es el servicio público que representa al Estado en el ejercicio de 

las funciones de supervigilancia y fiscalización para la instalación, administración y 

explotación de los casinos de juego del país.  

El art. 37 numeral 8 de la Ley N° 19.995, dispone entre las facultades de la SCJ: “9.- Velar 

porque las sociedades operadoras fiscalizadas cumplan con las leyes y reglamentos que las 

rigen y con las instrucciones, circulares y demás órdenes que la Superintendencia emita, sin 

perjuicio de las facultades que pudieran corresponder a otros organismos fiscalizadores”.   

A su vez, el artículo primero del Decreto Supremo N°287, de 2005, del Ministerio de 

Hacienda, que aprueba el Reglamento de Funcionamiento de Casinos de Juego señala que: 

“La regulación del funcionamiento y fiscalización de los casinos de juego, y de las diversas 

actividades que en ellos se desarrollan, se regirá por la Ley Nº19.995, en adelante "la Ley", 

por las disposiciones del presente reglamento y por las instrucciones que al efecto imparta 

la Superintendencia de Casinos de Juego, en adelante "la Superintendencia".” 

Teniendo presente lo anterior, el artículo 42 numeral 7) parte final de la Ley N°19.995, 

faculta a la Superintendenta para “elaborar instrucciones de general aplicación y dictar 

órdenes para su cumplimiento”.  



   

Página 5 de 12 

 

De este modo, ambas instituciones, en el ejercicio de sus facultades, dictaron el 2014 una 

circular conjunta referida a la implementación de un sistema preventivo contra el lavado de 

activos y el financiamiento del terrorismo, de parte de los Casinos de Juego.  

Estos sistemas de prevención deben recoger lo previsto en las 40 Recomendaciones del 

Grupo de Acción Financiera Internacional (GAFI) a las que Chile adhirió en el año 2000, cuya 

aplicación son objeto de evaluaciones mutuas conducidas por el Grupo de Acción Financiera 

de Latinoamérica (Gafilat).  

La última evaluación a Chile fue en el año 20212.  De las 40 Recomendaciones del GAFI, el 

país logró 12 Cumplidas, 18 Mayoritariamente Cumplidas, 9 Parcialmente Cumplidas y 

ninguna No Cumplida. Respecto de la efectividad del Sistema Nacional Antilavado de Activos 

y contra el Financiamiento del Terrorismo, Chile fue calificado en 3 Resultados Inmediatos 

con “Sustancial”, 7 “Moderado” y 1 “Bajo”. Con estos niveles de cumplimiento, el Gafilat 

decidió someter al país a un proceso de seguimiento intensificado, lo que significa que Chile 

deberá dar cuenta, periódicamente, de los avances para superar las deficiencias detectadas.  

Por lo anterior, la mejora de los sistemas preventivos debe ser continua, y la revisión y 

evaluación de las normas es esencial en este aspecto.  

Las recientes modificaciones a la Ley N°19.913, contenidas en las leyes N°21.314 (que 

establece nuevas exigencias de transparencia y refuerza las responsabilidades de los 

agentes de los mercados, regula la asesoría previsional, y otras materias que indica) y 

N°21.521 (que promueve la competencia e inclusión financiera a través de la innovación y 

tecnología en la prestación de servicios financieros), incorporaron el enfoque basado en 

riesgos que debe verse reflejado en el marco regulatorio de los sujetos obligados, de tal 

modo que las medidas, procedimientos y gestiones que deban implementar respondan a 

sus riesgos y busquen la mitigación de estos.  

 

2 https://www.uaf.cl 
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Por su parte, en el ámbito de las operaciones de los casinos de juego, resulta relevante 

ajustar y actualizar la norma conjunta antes señalada, teniendo como un importante insumo 

la experiencia de una década de funcionamiento del sistema preventivo en el sector casinos, 

lo que permite también abordar una circular que atienda requerimientos del sector, 

derivados de la relación que conforme la norma sectorial de casinos se da entre la autoridad 

y el regulado, en el sentido de, por una parte, precisar conceptos del sistema para una mejor 

comprensión de la norma, lo que se espera impacte positivamente en la aplicación de la 

misma, y, por otra, atender particularidades que ella presenta y recogerlas para el sistema 

preventivo. 

En razón de lo anterior, y a objeto de contar con un marco normativo comprensivo, que 

facilite la identificación de las obligaciones y posterior aplicación por parte de los sujetos 

obligados, y que contemple los ajustes necesarios que den cuenta de los recientes cambios 

en la legislación, la Unidad de Análisis Financiero y la Superintendencia de Casinos de juego 

elaboraron una propuesta normativa que se pone a disposición  de los interesados, a través 

de consulta pública, buscando obtener una retroalimentación de los sectores privado y 

público, y de la ciudadanía en general.   

  

DIAGNÓSTICO Y OBJETIVO DE LA PROPUESTA 

En el ejercicio de la facultad regulatoria contenida en el literal f) del artículo 2° de la Ley 

N°19.913, la UAF dictó la Circular N°62, de 2025, norma recopilatoria de todas las circulares 

vigentes, con excepción de aquellas dictadas de manera conjunta con otras instituciones. 

La referida circular además de recopilar, aclaró un conjunto de disposiciones, introdujo 

modificaciones e incorporó de manera decidida el Enfoque Basado en Riesgo en la 

regulación de los sistemas preventivos.   

Con el mismo espíritu de sistematicidad y unidad que inspiro la dictación de la Circular 

N°62, de 2025, se considera oportuno actualizar también las normas conjuntas, en este 
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caso aquella dictada en conjunto con la SCJ, para cuyo efecto ambas instituciones trabajaron 

en la actualización de la circular vigente, de tal modo que la propuesta sometida a consulta 

pública incorpore todas las actualizaciones introducidas en la Circular N° 62, de 2025, de 

tal modo que la regulación aplicable a los casinos de juego resulte equivalente y comparable 

con las demás actividades reguladas, recogiendo, al mismo tiempo, las especificidades de 

la industria de casinos de juego, en lo que atañe a la identificación del beneficiario final, lo 

que para el sector casinos no resulta necesario al tener en cuenta que todo jugador es 

siempre una persona natural; los riesgos asociados al  uso de tarjetas innominadas; y, el 

reconocimiento de la información con que cuentan los clubes de fidelización.   

 

ESTRUCTURA DE LA PROPUESTA 

 

Para los fines señalados previamente, se ha estructurado la propuesta de circular conjunta 

de la siguiente manera: 

DE LA OBLIGACIÓN DE REGISTRO 

Este capítulo se destina a la regulación de la inscripción de los sujetos obligados en el 

Registro de Entidades Reportantes de la Unidad, tomando como punto de partida lo previsto 

en la Circular N°53, de 2015, en concordancia con lo previsto en el artículo 40 de la Ley 

N°19.913. 

Dentro de las modificaciones que se proponen al contenido de las obligaciones vigentes, se 

pasa de 5 a 10 días para informar los cambios en la información del registro. También se 

aclara que los casinos de juego mantendrán dicha categoría y estarán obligados al 

cumplimiento de sus deberes como tales, en tanto continúen su operación. 

En sentido inverso, como se dispone en el literal a.6), una vez terminada la operación 

deberán informar dentro de los 10 días hábiles siguientes a la UAF.     
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DE LA OBLIGACIÓN DE DESIGNAR UN OFICIAL DE CUMPLIMIENTO 

La normativa siempre ha contemplado la figura del oficial de cumplimiento y le impone 

ciertas obligaciones al sujeto obligado para dicho nombramiento. En la propuesta se 

incorporan algunos requisitos no considerados previamente para este funcionario, el que 

debe asegurar que el directorio del casino de juego reciba toda la información especificada 

en b.2) y en b.3), además de indicarse los requisitos del propio oficial de cumplimiento.  

Por su parte, b.4) señala que la UAF no recibirá la inscripción de oficiales de cumplimiento 

que hubiesen sido funcionarios de la UAF o la SCJ, sino hasta seis meses después de haber 

cesado en su cargo en dichas instituciones.   

DE LA OBLIGACIÓN DE REPORTAR OPERACIONES SOSPECHOSAS 

Este capítulo se refiere a la obligación central del sistema preventivo e incorpora cambios 

importantes en la propuesta respecto de lo vigente.  

1. En el numeral c.6) se impone la obligación de usar las señales de alerta 

publicadas por la UAF, y se aclaras que pueden utilizar sus propias señales.  

2. Los numerales c.7) y c.8) incorporan los cambios más relevantes a este 

capítulo, imponiendo el deber de realizar un análisis estructurado de las eventuales 

operaciones sospechosas, y generar un registro de dichos procesos, tanto para las 

operaciones efectivamente reportadas como aquellas descartadas.  

3. A partir del numeral c.9) se regula el reporte de operación por coincidencia 

con las Listas de las Resoluciones del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas. En 

el numeral c.11) se especifica que ante una coincidencia el reporte debe ser inmediato, 

y se aclara también que sin requerir un análisis de las transacciones y conductas de 

la persona o entidad identificada …”. 
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DE LA OBLIGACIÓN DE REPORTAR OPERACIONES EN EFECTIVO 

La obligación de reportar las operaciones en efectivo sobre USD 10.000 se ha regulado tanto 

en la periodicidad como en cuanto al concepto mismos, esta última a través de la Circular 

N°35, de 2007. 

En la propuesta se indica expresamente que la periodicidad continuará siendo semestral, y 

se instruye que cada sociedad operadora o concesionaria de un casino de juegos, deberá 

determinar con base en los antecedentes que tenga a disposición o que consten en el acto 

o transacción, aquellas cursadas en efectivo.  Además, se consagró explícitamente que los 

depósitos en cuentas corrientes bancarias deben ser considerados en los reportes de los 

titulares de dichas cuentas.     

 

DE LA OBLIGACIÓN DE CREAR Y MANTENER REGISTROS 

La creación y mantención de registros se encontraba regulada en la Circular N°49, de 2012, 

en la que se definían 4 registros especiales y se establecían 6 puntos con información de 

identificación de los clientes y operaciones que estos debían contener.  

La propuesta de norma simplificó el contenido de los registros especiales señalando lo que 

debe incluirse en ellos: para el registro de las operaciones en efectivo, deberá contener 

todos los archivos y documentos de respaldo de las operaciones contenidas en los reportes 

enviados y aprobados por la UAF; para el registro de debida diligencia y conocimiento del 

cliente (DDC), se especifica que deberá contener las fichas de cliente, los antecedentes y 

documentos de respaldo y el registro de todas las operaciones por sobre USD $ 3.000; y 

para el registro de operaciones realizadas por personas expuestas políticamente (PEP), se 

introducen cambios, pues ahora se exigirá mayor completitud (a) lista de clientes PEP, b) las 

operaciones realizadas por los clientes PEP y los documentos de respaldo de dichas 
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operaciones, y c) los antecedentes recabados por aplicación de lo dispuesto en el literal h.4) 

de esta Circular, y d) los registros de DDC indicados en el punto anterior, previamente.  

La modificación más relevante es la incorporación de un nuevo registro de operaciones 

sospechosas, el cual deberá contener los expedientes, carpetas y documentos de respaldo 

del análisis de las operaciones sospechosas enviadas a la UAF y las descartadas.  

 

DE LA DEBIDA DILIGENCIA Y CONOCIMIENTO DEL CLIENTE (DDC) 

La DDC es el tema que ha experimentado más cambios recientes, pues estando su 

regulación central en la Circular N°49, de 2012, el capítulo referido a este deber fue 

sustituido por la Circular N°59, de 2019.  

En lo sustantivo, la propuesta autoriza la aplicación de DDC simplificada con base en las 

políticas de riesgos que cada sociedad operadora o concesionaria pueda realizar, pero 

impone un conjunto de exigencias para la validez de dichas políticas de riesgos. En 

concordancia con lo señalado, la sociedad operadora o concesionaria que no puedan o 

tengan las condiciones para conducir una evaluación propia, no están obligados a hacerlo 

y deberán aplicar la DDC regular. Por su parte, aquellas que cuenten con su propia política 

de riesgos deberán dar cumplimiento a lo previsto en el numeral “f.8) Las operadoras podrán 

aplicar medidas simplificadas o deberán aplicar medidas reforzadas de DDC a sus clientes, 

de acuerdo con sus Políticas de Riesgos al LA/FT/FP”.   

La DDC es una sola y obligatoria para todas las operadoras; sin embargo, cuando se cuente 

con una política de riesgos y determinados clientes hayan sido calificados con riesgo bajo, 

la empresa podrá simplificar sus obligaciones y aplicar medidas simplificadas. A su vez, 

cuando se identifiquen riesgos altos se deberán aplicar medidas reforzadas.   

 

DE LA OBLIGACIÓN DE CONTAR CON UN COMITÉ DE PREVENCIÓN 
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La propuesta incorpora la obligación de contar con un comité de prevención, donde se 

define quienes componen dicho comité y sus funciones. En el literal g.3) se indica las 

principales funciones de dicho cuerpo. 

Se deberá dejar acta de las reuniones del referido comité, y se instruye el deber de remitir 

las mismas a las dos instituciones.    

 

DE LAS PERSONAS EXPUESTAS POLÍTICAMENTE (PEP)  

El capítulo relativo a personas expuestas políticamente, se incluyeron los siguientes cargos 

públicos: concejales y directores de obras municipales, jueces de primera instancia, el alto 

mando de las Fuerzas Armadas, los fiscales adjuntos del Ministerio Público y el fiscal 

nacional económico. Además, se aclara que los cargos y tiempos señalados en la normativa 

son mínimos. En lo demás la propuesta mantuvo lo vigente. También se incorpora la 

obligación de identificar a los PEP por consanguineidad.  

 

DEL MANUAL DE PREVENCIÓN 

La propuesta tomó en lo sustantivo las normas contenidas en la circular conjunta, sobre 

esta obligación; sin embargo, establece que el Manual de Prevención se debe actualizar, a 

lo menos, cada dos años, sin perjuicio de los cambios normativos que se le deberán 

incorporar cuando estos ocurran y debe existir constancia de su conocimiento por parte de 

todos los trabajadores de la operadora.   

Además, se modificaron los contenidos mínimos del Manual, lo que se encuentra 

especificado en J.3).    

DE LA OBLIGACIÓN DE CAPACITAR AL PERSONAL 
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La obligación de capacitación del personal no experimenta mayores cambios respecto de 

las normas contenidas Circular N°49/2012 que la regula, materia que ahora se incorpora a 

la circular conjunta.  

En la propuesta se especifica que deben capacitarse todas las personas funcionarias una 

vez al año, y que de las capacitaciones debe dejarse constancia, pudiendo hacerse con la 

modalidad que la empresa determine. En cuanto al contenido se definen 5 puntos mínimos 

que se debe incluir.  

 

VIGENCIA DE LA NORMA 

La propuesta fija como plazo de inicio el 1 de agosto de 2025.  

 


